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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 19 de julio de 2016.

N° DJ-AJ-1730-2016
Señora
Licda.  Nacira Valverde Bermúdez
Directora de Planificación
S. D.

Estimada señora:

En relación al  oficio N° 35-PI-2015 de 4 de Abril del 2015,  suscrito por Erick Monge Sandí, Jefe a.i. de la Sección de Proyección Institucional y con el visto bueno de Elías Muñoz Jiménez, Subdirector a.i. de la Dirección de Planificación, le remito la información solicitada.
Informe sobre qué tipo de situaciones justifican que un juez o jueza del Tribunal de Juicio, deba atenderlos mediante la disponibilidad.
Antecedentes:

A través  del oficio N° 35-PI-2015 de 4 de Abril del 2015, se planteó una consulta a la señora Karol Monge Molina, Subdirectora a.i. de la Dirección  Jurídica, en los siguientes  términos:

“Mediante oficio 8249-15  se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión  celebrada el 21 de julio del 2015, artículo XLIX, relacionado con la gestión realizada por la Comisión de Asuntos Penales, para que la Dirección de Planificación realice un estudio técnico en relación a la forma en que se debería establecer la atención por disponibilidad para los Tribunales de Juicio del país.

Al respecto, esta Dirección ha sido el órgano administrativo encargado de emitir los lineamientos generales en cuanto a la creación y/o modificación de los roles de disponibilidad del área jurisdiccional, y hasta la fecha se han elaborado para las materias Penal, Penal Juvenil y Violencia Doméstica principalmente.  En el ámbito Penal se han establecido roles para los Juzgados  Penales, en virtud de que se ha determinado que existen asuntos que por su urgencia deben ser resueltos inmediatamente, pero hasta la fecha estos lineamientos no engloban a los Tribunales de Juicio, dado que no se ha establecido la necesidad de que estos despachos laboren bajo esta modalidad, por cuanto no se ha comprobado las causales que lo ameritarían.

Se ha determinado en el transcurso de la investigación, que ciertos tribunales del país actualmente están ejerciendo un rol de disponibilidad para períodos largos, pero no derivan de criterios técnicos por parte de la Dirección de Planificación.

Para poder justificar la creación de roles de disponibilidad, es imprescindible que inicialmente se identifique cuáles serían los tipos de casos que justificarían que un Juez o Jueza de un tribunal tenga que estar expectante en un fin de semana largo o un período de asueto, bajo el modelo de disponibilidad; o que demanden de un proceso expedito en su atención, ya sea antes de cumplir 24 o 48 horas, que resulta un tema de valoración jurídica.

Por lo anterior, previo a resolver lo solicitado por el Consejo Superior, requerimos de un criterio jurídico para determinar qué tipo de asuntos ameritan la atención inmediata en días y horas inhábiles.”  (Lo destacado no es del original).
Fundamento normativo:

La Constitución Política en los artículos 37,  39 y 41 establece lo siguiente:

· “Artículo 37.-  Nadie podrá ser detenido sin un indicio comprobado de haber cometido delito, y sin mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden público, excepto cuando se trate de reo prófugo o delincuente infraganti; pero en todo caso deberá ser puesto a disposición de juez competente dentro del término perentorio de veinticuatro horas.”
· “Artículo 39.- A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad.

No constituyen violación a este artículo o a los dos anteriores, el apremio corporal en materia civil o de trabajo o las detenciones que pudieren decretarse en las insolvencias, quiebras o concursos de acreedores.”

· “Artículo 41.-  Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales.  Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.”
La Declaración Universal de Derechos Humanos  establece lo siguiente:

· “Artículo 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.”
· “Artículo 9.- Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.”
· “Artículo 10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación  contra ella en materia penal.”
La Convención Americana sobre Derechos Humanos también conocida como “Pacto de San José de Costa Rica”,  establece lo siguiente:

· “Artículo 4. Derecho a la Vida

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida, Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. […]”
· “Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.

4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas.

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados.”
· “Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal

1. Toda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.”
· “Artículo 8. Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d) derecho al inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.”
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  establece lo siguiente:

· “Artículo 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.”
· “Artículo 10

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento. 

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.”
El Código Procesal Penal establece el principio de defensa y de defensa técnica; además contiene normas que regulan  los anticipos jurisdiccionales de la prueba y  la forma de atender asuntos probatorios en extrema urgencia.   También existe norma que regula la sustitución de la prisión preventiva por una medida menos gravosa de la siguiente manera: 
· “Artículo 12.- Inviolabilidad de la defensa técnica.  Es inviolable la defensa de cualquiera de las partes en el procedimiento.
Con las excepciones previstas en este Código, el imputado tendrá derecho a intervenir en los actos procesales que incorporen elementos de prueba y a formular las peticiones y observaciones que considere oportunas, sin perjuicio de que la autoridad correspondiente ejerza el poder disciplinario, cuando se perjudique el curso normal de los procedimientos.
Cuando el imputado esté privado de libertad, el encargado de custodiarlo transmitirá al tribunal las peticiones u observaciones que aquel formule, dentro de las doce horas siguientes a que se le presenten y le facilitará la comunicación con el defensor.

Toda autoridad que intervenga en los actos iniciales de la investigación deberá velar porque el imputado conozca inmediatamente los derechos que, en esa condición, prevén la Constitución, el Derecho Internacional y el Comunitario vigentes en Costa Rica y esta ley.”

· “Artículo 13.- Defensa técnica.  Desde el primer momento de la persecución penal y hasta el fin de la ejecución de la sentencia, el imputado tendrá derecho a la asistencia y defensa técnica letrada,  Para tales efectos, podrá elegir a un defensor de su confianza, pero, de no hacerlo, se le asignará un defensor público.
El derecho de defensa es irrenunciable.

Se entenderá por primer acto del procedimiento cualquier actuación, judicial o policial, que señale a una persona como posible autor de un hecho punible o partícipe en él.”

· “Artículo 293.- Anticipo jurisdiccional de prueba.
Cuando sea necesaria la práctica de un acto definitivo e irreproductible, que afecte derechos fundamentales, o cuando deba recibirse una declaración que, por algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá recibirse durante el juicio, o bien, cuando por la complejidad del asunto, exista probabilidad de que el testigo olvide circunstancias esenciales sobre lo que conoce o cuando se trate de personas que deben abandonar el país, el Ministerio Público o cualquiera de las partes podrá requerir al juez que la realice o reciba. Cuando se trate de un testigo o una víctima cuya seguridad, vida o integridad física corran riesgo con motivo de su participación en el proceso y se presuma, razonablemente, que su declaración en juicio no será posible, pues el riesgo no se reducirá o podría aumentar, el Ministerio Público, el querellante o la defensa, solicitarán al juez que ordene la recepción anticipada de su testimonio. En todos los casos en que se haya acordado la reserva de las características físicas del declarante, por la existencia de un riesgo para su vida o la integridad física, se procederá a recibir su testimonio en forma anticipada.

El juez practicará el acto, si lo considera admisible, citando a todas las partes, quienes tendrán el derecho de asistir, con todas las facultades y obligaciones previstas por este Código.

Para la recepción del anticipo jurisdiccional de prueba, podrán utilizarse los medios tecnológicos de los cuales se disponga, como la videoconferencia, las grabaciones, los circuitos cerrados de televisión, las filmaciones o cualquier otro medio, a fin de garantizar la pureza del acto y la vigencia de los principios de inmediación y oralidad propios del juicio, así como el derecho de defensa. Cuando la identidad del testigo o la víctima se encuentre protegida, se recibirá el anticipo, manteniendo reserva de sus datos de identificación y con el auxilio de los medios tecnológicos disponibles o de cámaras especiales que permitan mantener ocultas o disimuladas sus características físicas, según el alcance de la protección acordada por el juez. 

La resolución que acoja o rechace el anticipo será apelable por la defensa, el Ministerio Público y el querellante.

El rechazo de una solicitud de anticipo jurisdiccional de prueba, no impedirá su replanteamiento, si nuevas circunstancias o elementos de prueba así lo señalan.”

(Reformado mediante la Ley N°8720, Ley de Protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el Proceso Penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal).

· “Artículo 294.-  Urgencia.  

Cuando se ignore quien podría ser el imputado o si alguno de los actos previstos en el artículo anterior es de extrema urgencia, el Ministerio Público podrá requerir verbalmente la intervención del juez y este practicará el acto con prescindencia de las citaciones previstas y, de ser necesario, designará un defensor público para que participe en el acto.
Cuando se ha procedido por urgencia, después de practicado el acto, deberá ser puesto en conocimiento de las partes.

No se podrá prescindir de la citación previa en los casos en que deba recibirse declaración a un testigo ante la posibilidad de que olvide circunstancias esenciales.”

· “Artículo 327.-  Anticipo de prueba.  

El tribunal podrá ordenar que se reciba cualquier prueba que sea urgente o que, por algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá recibirse en el debate.
Los actos deberán cumplirse en la forma prevista para el anticipo jurisdiccional de prueba.”

· “Artículo 257 inciso a) .-  Cesación de la prisión preventiva.  La privación de libertad finalizará:  a) Cuando nuevos elementos de juicio demuestren que no concurren los motivos que la fundaron o tornen conveniente su sustitución por otra medida, aun antes de que transcurran tres meses de haberse decretado.”


La Ley General de la Administración Pública, en el artículo 4 establece los los principios que rigen el servicio público:
· “Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal y en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”
La Ley Orgánica del Poder Judicial en el artículo 46 dispone lo siguiente:

· “Artículo 46 párrafos 1° y 2°.-  Los acuerdos y las disposiciones de la Corte relativas al establecimiento y la definición de una circunscripción territorial, o los que conciernan al recargo de competencias, el traslado y la conversión de despachos judiciales y de cargos o puestos, deberán fundamentarse en la ineludible eficiencia del servicio, la especialización de los órganos judiciales y de los tribunales jurisdiccionales y la equidad necesaria de las cargas de trabajo.


En razón del volumen de trabajo y la obligada eficiencia del servicio público de la justicia, la Corte podrá nombrar más integrantes de los tribunales, en forma temporal o definitiva; también podrá abrir y cerrar –por esas mismas razones- nuevas oficinas y órganos adscritos a los tribunales, en cualquier lugar del país.”

La Ley de la Jurisdicción Constitucional establece lo siguiente:
· “Artículo 15.- Procede el hábeas corpus para garantizar la libertad e integridad personal, contra los actos u omisiones que provengan de una autoridad de cualquier orden, incluso judicial, contra las amenazas a esa libertad y las perturbaciones o restricciones que respecto de ella establezcan  indebidamente las autoridades, lo mismo que contra las restricciones ilegítimas del derecho de trasladarse de un lugar a otro de la República, y de libre permanencia, salida e ingreso en su territorio.”

El Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena en la sesión N° 09-02 celebrada el 25 de febrero del 2002, artículo XXXI, reformado parcialmente mediante acuerdo de Corte Plena tomado en la sesión N° 50-02 de 4 de noviembre del 2002, artículo XXVI, dispone lo siguiente:
· “Artículo 1.-Definición. Se entenderá por disponibilidad laboral, la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el funcionario o servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción  y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla.”

· “Artículo 2°.-Objetivo. El objetivo primordial de la disponibilidad es contar en cualquier momento con el personal profesional y técnicamente calificado para tomar decisiones jurisdiccionales de carácter urgente e impedir que los derechos de los ciudadanos se vean afectados o la Administración de Justicia menoscabada en  su función.” 

Nota: lo destacado en los anteriores artículos no es del original.

En cuanto a la disponibilidad, la Corte Plena en la sesión número 15-2000, celebrada el 3 de abril de 2000, artículo XII, aprobó el informe del entonces Departamento de Planificación N° 493-PLA-2000 (021-PI-2000) referente a la propuesta para atender, en adelante y para cualquier época, los roles de disponibilidad a nivel nacional.  Ese acuerdo fue comunicado a los despachos judiciales mediante la nota circular número 06-00 (10), y para el caso de los Tribunales de Juicio, en lo que interesa dice:

“8.1.  Disponibilidad de los Tribunales de Juicio.

En cuanto a la disponibilidad de los Tribunales de Juicio, se reiteran los alcances de la Circular N° 92-98, publicada en el Boletín Judicial N° 230 el 26 de noviembre de 1998, mediante la cual se comunicó a los Tribunales Penales del país que de conformidad con lo resuelto por el Consejo Superior en sesiones Nos. 68-98 79-98, celebradas el 3 de setiembre y 8 de octubre respectivamente, artículos LXVII y XXI, en su orden, deben asignar un responsable para que cada fin de semana y días feriados evacuen las consultas y resuelvan lo que corresponda sobre la libertad de las personas por cuestión de humanidad y de conformidad con los artículos 36 y 38 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
A su vez, con respecto a la atención durante los períodos largos, se reitera lo indicado en informe N° 927-PLA-99, en el sentido de que se establezca un rol permanente para la atención de períodos largos de forma que:

Cada Tribunal de Juicio de Cabecera de Circuito destaque a un Juez 4 y un Auxiliar Judicial 3, para que se mantengan disponibles, ya sea durante una parte o por la totalidad del período en cuestión.  En caso de fraccionar el período completo, para cada parte del período deberá precisarse el funcionario y servidor judicial disponibles.  Lo anterior, en el entendido de que la jurisdicción que deban atender incluya la totalidad del respectivo circuito judicial, incluidas las sedes en caso de que existan…”. 

Posteriormente, la Corte Plena en la sesión N° 36-05 celebrada el 5 de diciembre del 2005, artículo III, dispuso que durante los fines de semana largos o en tiempo de cierre general por vacaciones colectivas, existe un sistema de apertura o disponibilidad en los Tribunales Penales, con el fin de resolver la situación jurídica del imputado que es capturado durante esos períodos.
 Análisis:


La Dirección de Planificación solicita se identifiquen los tipos de casos que justifican que un Juez o Jueza de un Tribunal Penal (de juicio), tenga que estar expectante en un fin de semana largo o un período de asueto, bajo el modelo de la disponibilidad.

Es fundamental señalar que el contenido del presente informe, sólo representa una guía para valorar si se estima conveniente atender estas situaciones en disponibilidad; pero en última instancia, corresponde a la Comisión de Asuntos Penales y a la Corte Plena, determinar los asuntos que deben ser atendidos mediante la disponibilidad.
 
Primeramente, debe recordarse que el servicio de la Justicia Penal debe brindarse en forma eficiente, continua, con igualdad de trato para las personas usuarias y adaptable a todo cambio legal y a la necesidad social que satisfacen, de acuerdo a los principios del servicio público, establecidos en el  artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública y el artículo 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

De acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante LOPJ), estarán conformados por cuatro jueces; y se integrará con tres de ellos, para conocer los asuntos establecidos en el artículo 96 de la esa Ley.  A su vez, los tribunales penales de juicio se constituirán   con uno solo de sus miembros para conocer los asuntos señalados en el artículo 96 bis de la LOPJ.  Corresponde al juez o jueza tramitadora, tramitar y diligenciar todos los asuntos del despacho, con independencia funcional y responsabilidad propia (artículo 126 inciso 1 de la LOPJ).   
Ahora bien, para los efectos del presente informe, nos centraremos en aspectos relevantes para el logro de un servicio público eficiente.  De manera que, a continuación se enlistan situaciones, que eventualmente se presentan en la etapa de juicio, y que por la urgencia e importancia, ameritan ser atendidos durante los fines de semana o períodos de asueto; es decir, justifican la existencia de jueces o juezas atendiendo bajo la modalidad de la disponibilidad.  
Es importante hacer una referencia previa en cuanto al tema de la privación de libertad.  Cuando se da a través de la detención por una posible comisión de un delito que se está investigando, en donde sí corren los plazos establecidos en la Constitución Política y en el Código Procesal Penal.  Sin embargo, esto ocurre en la etapa preparatoria del Proceso Penal; en esta fase la autoridad penal que interviene es el Juzgado Penal.  En cambio, de conformidad con lo establecido en el Código Procesal Penal, al Tribunal  Penal le corresponde atender la etapa de juicio.
Si el Ministerio Público plantea la solicitud para la imposición de la prisión preventiva,  y luego de la audiencia realizada con las garantías del debido proceso, que incluyen entre otras la inviolabilidad de la defensa, así como la defensa técnica, la autoridad judicial valora y decide si le impone mediante resolución fundada la prisión preventiva como medida cautelar, entonces la persona es trasladada al Centro Penal respectivo.    

También podría suceder que la jueza o el juez decidan mediante resolución fundada, imponer otro tipo de medida cautelar.  De manera que, en el caso de que la persona se encuentre en libertad porque se le impuso otra medida cautelar, y si una autoridad judicial (Tribunal Penal), la cita para que se presente ante el Tribunal Penal, y si la persona no se presenta,  de inmediato el Tribunal Penal dicta la rebeldía y la orden de captura.   

En relación al tema de las capturas practicadas durante el fin de semana, debe citarse este antecedente de la Sala Constitucional.  Se trata de la resolución N° 01992-2011 de las 16:21 horas  del 15 de febrero del 2011 que señaló lo siguiente:
“III.- SOBRE LA CAPTURA DEL TUTELADO.  […]   De las normas transcritas se desprende que la orden de captura es ejecutable a partir del decreto de rebeldía, pudiendo hacerse efectiva en cualquier momento en que se encuentre al rebelde por parte de las autoridades competentes, lo anterior sobre una base de causalidad entre la declaratoria de rebeldía y la consecuente captura.  El fin último de esta medida es someter al recurrente al proceso y permitir el correcto devenir del mismo, situación que puede variarse de existir motivo real y suficiente para haberse ausentado de su asiento o domicilio normal.  En el caso que nos ocupa, el recurrente cuestiona la detención del tutelado tomando en consideración la baja penalidad del delito que se le atribuye en el proceso penal, así como, que, en su criterio, existe la posibilidad que la causa se declare prescrita.  Sin embargo, como se indicó anteriormente, la detención cuestionada encuentra sustento en el decreto de rebeldía y la orden de captura, emitido por el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica por resolución de las 08:55 hrs.  de 4 de setiembre de 2007, siendo que, será en el propio proceso penal donde el recurrente pueda cuestionar los aspectos de legalidad señalados en esta jurisdicción, a saber, la proporcionalidad en relación a la posible pena a imponer, así como, la eventual prescripción de la causa.  De este modo, esta Sala estima que la privación de libertad que sufrió el tutelado no resulta ilegítima, toda vez que encuentra fundamento en una orden emitida por un juez de la república al declararlo en rebeldía, de manera que no se aprecia arbitrariedad alguna en lo actuado por las autoridades recurridas.
IV.-SOBRE EL PLAZO DE DETENCIÓN DEL TUTELADO.  A MAYOR ABUNDAMIENTO.  Como segundo aspecto, el recurrente se encuentra disconforme con el hecho que el tutelado haya permanecido detenido todo el fin de semana en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, por cuanto, no podía ser puesto a la orden del Tribunal de Juicio, ya que, no había un juez de disponibilidad.  Sobre el particular, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior informó que mediante acuerdo de la Corte Plena adoptado en la sesión N° 36-05 de 5 de diciembre de 2005, artículo III, se dispuso que la disponibilidad de los Tribunales Penales se prestará en fines de semanas largos o en períodos de cierres colectivos del Poder Judicial.  De este modo, se tiene por demostrado que, en fines de semana regulares, no existe disponibilidad en el Tribunal de Juicio recurrido.  Ahora bien, analizada la situación, es preciso indicar y poner en evidencia que si bien es cierto en anteriores fallos de esta Sala (ver, por ejemplo, las sentencias Nos. 2005-4418 de las 09:12 hrs. de 22 de abril y 2005-15529 de las 13:27 hrs. de 9 de noviembre, ambas del año 2005) se estimó que esta falta del servicio resulta ilegítima; bajo una nueva ponderación de los casos, se ha emitido una línea jurisprudencial en el sentido que la circunstancia que no exista un juez en disponibilidad para resolver la situación jurídica de los privados de libertad en virtud de una orden de rebeldía y captura, no atenta contra los derechos fundamentales, ya que, la restricción a su libertad está justificada, precisamente, en la orden de captura del tribunal penal competente.” (El destacado no es del original).  
De lo anterior, se concluye que una captura realizada en virtud de una orden de rebeldía, no atenta contra los derechos fundamentales, porque la restricción de la libertad se justifica en la orden de captura del tribunal penal competente.   Se ha señalado que la situación jurídica de la persona imputada ya está definida por la autoridad judicial competente.

Una vez aclarado este aspecto preliminar, seguidamente se mencionan los asuntos que ameritan ser atendidos durante los fines de semana bajo la modalidad de la disponibilidad:

a) Anticipos Jurisdiccionales de la Prueba.

El artículo 327 del Código Procesal Penal, señala que  el Tribunal podrá ordenar que se reciba cualquier prueba que sea urgente o que, por algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá recibirse en el debate.  Los actos deberán cumplirse en la forma prevista para el anticipo jurisdiccional de prueba.
Al respecto, y según dispone el artículo 293 del Código Procesal Penal, el Ministerio Público o cualquiera de las partes podrá requerir al juez que realice o reciba una prueba en forma anticipada, en los siguientes supuestos: 
· Cuando sea necesaria la práctica de un acto definitivo e irreproductible, que afecte derechos fundamentales. 

· Cuando deba recibirse una declaración que, por algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá recibirse durante el juicio. 

· Cuando por la complejidad del asunto, exista probabilidad de que el testigo olvide circunstancias esenciales sobre lo que conoce. 

· Cuando se trate de personas que deben abandonar el país. 

· Cuando se trate de un testigo o una víctima cuya seguridad, vida o integridad física corran riesgo con motivo de su participación en el proceso y se presuma, razonablemente, que su declaración en juicio no será posible, pues el riesgo no se reducirá o podría aumentar.

· En todos los casos en que se haya acordado la reserva de las características físicas del declarante, por la existencia de un riesgo para su vida o la integridad física, se procederá a recibir su testimonio en forma anticipada. 
Ahora bien, en situación de extrema urgencia, el artículo 294 del Código Procesal Penal señala que si alguno de los actos previstos en el artículo 293 es de extrema urgencia, el Ministerio Público podrá requerir verbalmente la intervención del juez; y éste practicará el acto con prescindencia de las citaciones previstas, y de ser necesario, designará a un defensor público para que participe en el acto.
Dicho artículo dispone también, que cuando se ha procedido por urgencia, después de practicado el acto, deberá ser puesto en conocimiento de las partes.  No se podrá prescindir de la citación previa en los casos en que deba recibirse declaración a un testigo ante la posibilidad de que olvide circunstancias esenciales. (Párrafos 2 y 3 del artículo 294). 
En conclusión, estos supuestos sí deben ser atendidos por los Tribunales Penales, cuando se den los supuestos contemplados en los artículos 293 y 294 del Código Procesal Penal.

b) Cuando varíen o cambien las circunstancias que justificaron la imposición de la prisión preventiva.

Cuando la persona imputada logra obtener un domicilio, un testigo que cambie las circunstancias, un trabajo, el dinero para pagar la fianza, puede solicitar que se sustituya la prisión preventiva por otra medida cautelar menos gravosa.  Esto podría ocurrir durante un fin de semana largo.   Se considera un motivo importante que debe atenderse en forma urgente, para evitar que la persona pierda su trabajo, o que peligre la seguridad de personas dependientes y a cargo de ella o el (hijas, hijos, adultos mayores, personas con discapacidad).  Esto se fundamenta en el artículo 257 del Código Procesal Penal, el cual señala que la prisión preventiva cesa cuando nuevos elementos de juicio demuestren  que no concurren los motivos que la fundaron o tornen conveniente su sustitución por otra medida, aun antes de que transcurran tres meses de haberse decretado.

El artículo 253 del Código Procesal Penal establece la revisión de la prisión preventiva, la que se realizará durante los primeros tres meses de acordada, cuando el tribunal estime que han variado las circunstancias por las cuales se decretó.  Vencido ese plazo, el tribunal examinará de oficio por lo menos cada tres meses, los presupuestos de la prisión o internación, según el caso; de esta forma, resolverá si ordena su continuación, la modifica, la sustituye por otra medida u ordena la libertad de la persona imputada.


Además, el artículo 254 del Código Procesal Penal establece que, salvo lo dispuesto en el artículo 253, el tribunal –aún de oficio- y en cualquier estado del procedimiento, por resolución fundada revisará, sustituirá, modificará o cancelará la procedencia de las medidas cautelares y las circunstancias de su imposición, cuando así se requiera, por haber variado las condiciones que justificaron su imposición.
c) Se detuvo a otra persona (inocente) debido a error al momento de la captura.
Es importante tomar la declaración de la persona detenida, puesto que ha sucedido que se detiene a la persona equivocada.  La jueza o el juez debe verificar la identidad y resolver (ordenado libertad) si hubiera un error.  De no atenderse en forma urgente, la persona detenida podría cobrarle daños y perjuicios al Poder Judicial, por el error judicial y por el retardo en la atención.  
En relación a las condiciones en que una persona permanece detenida durante un fin de semana largo, la Sala Constitucional en la resolución N° 7.681-2016 de las 14:50 horas del 7 de junio del 2016,  resolvió lo siguiente:

“[…]
IV.- SOBRE EL PLAZO DE DETENCIÓN DEL TUTELADO. La recurrente presenta su inconformidad contra el Organismo de Investigación Judicial y el Tribunal Penal del II Circuito Judicial, porque el tutelado permaneció detenido todo el fin de semana en las celdas del Organismo de Investigación Judicial así como lunes siguiente que era feriado, porque no podía ser puesto a la orden del Tribunal de Juicio, ya que, no había un juez de disponibilidad. Sobre el particular, la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior informó a esta Sala que la Corte Plena en sesión número 36-05, celebrada el cinco de diciembre de dos mil cinco, artículo III, dispuso que durante los fines de semana largos o en tiempo de cierre general por vacaciones colectivas, existe un sistema de apertura o disponibilidad en los Tribunales Penales, con el fin de resolver la situación jurídica del imputado que es capturado durante esos períodos. No obstante lo anterior, según información suministrada por las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica no atiende mediante un rol de disponibilidad actualmente, a pesar de lo que el Consejo Superior dispuso en las sesiones 68 y 69 supra mencionadas. Sin embargo, con motivo del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 66-15, celebrada el veintiuno de julio de dos mil quince, articulo XLIX, esas Direcciones se encuentran realizando un estudio sobre el tema de la disponibilidad. De este modo, se tiene por demostrado que, en fines de semana regulares, no existe disponibilidad en el Tribunal de Juicio recurrido. Sobre el particular, en el en la sentencia N° 2011- 1992 de las dieciséis horas y veintiuno minutos del quince de febrero del dos mil once, esta Sala dispuso:

“(…) analizada la situación, es preciso indicar y poner en evidencia que si bien en cierto en anteriores fallos de esta Sala (ver, por ejemplo, las sentencias Nos. 2005-4418 de las 09:12 hrs. de 22 de abril y 2005-15529 de las 13:27 hrs. de 9 de noviembre, ambas del año 2005) se estimó que esta falta del servicio resulta ilegítima; bajo una nueva ponderación de los casos, se ha emitido una línea jurisprudencial en el sentido que la circunstancia que no exista un juez en disponibilidad para resolver la situación jurídica de los privados de libertad en virtud de una orden de rebeldía y captura, no atenta contra sus derechos fundamentales, ya que, la restricción a su libertad está justificada, precisamente, en la orden de captura del tribunal penal competente. Así, al analizar un agravio muy similar al planteado por el recurrente, este Tribunal Constitucional, en sentencia No. 2010-2089 de las 14:05 hrs. de 3 de febrero de 2010, resolvió lo siguiente:

“(...) I.- OBJETO DEL RECURSO. Del libelo de interposición de este proceso se desprenden dos agravios concretos. 1°) Que pese a que el tutelado fue detenido el 23 de octubre de 2009 en virtud de la declaratoria de rebeldía dictada en agosto anterior, se resolvió su situación jurídica hasta el 27 de octubre de 2009, es decir, permaneció cuatro días privado de libertad en forma ilegítima. Los actores imputan esta demora al hecho que el Tribunal de Juicio carece de un rol de disponibilidad como sí lo tiene el Juzgado Penal.

(...)

III.- PRIMER AGRAVIO. Como primer agravio, los recurrentes acusaron la ilegitimidad de la privación de libertad del tutelado. Lo anterior, por cuanto, desde el 23 de octubre anterior fue detenido por agentes del OIJ y hasta el 27 de octubre de 2009 se resolvió su situación jurídica. Los actores atribuyen esa demora al hecho que el Tribunal de Juicio carece de un rol de disponibilidad como sí lo tiene el Juzgado Penal. Al respecto, de los informes rendidos y de la copia del legajo de medidas cautelares aportado al proceso, se tiene por demostrado que, mediante resolución de las 21:00 horas de 25 de agosto de 2009, el Tribunal de Juicio de Heredia decretó la rebeldía del imputado y ordenó su captura (folios 74-75 del legajo de medidas cautelares). Con fundamento en esta resolución judicial, el pasado 23 de octubre de 2009, el tutelado fue detenido por agentes de la Sección de Capturas del OIJ.

Asimismo, una vez realizada la audiencia oral para conocer la solicitud de prisión preventiva en contra del tutelado, el Tribunal Penal de Heredia, por resolución de las 13:50 horas de 27 octubre de 2009, decretó su prisión preventiva por el plazo de tres meses, con vencimiento el 27 de enero de 2010 (folio 84 copia certificada del legajo principal).

Considera este Tribunal Constitucional que el hecho que mediara cuatro días entre la detención del imputado y el día en que se decretó su prisión preventiva, no representa un quebranto a su libertad personal. En primer término, porque esa detención tuvo su fundamento en la resolución que declaró la rebeldía del encartado y dispuso su captura, conforme lo establece el artículo 90 del Código Procesal Penal.

Además, ya el imputado estaba a la orden del Tribunal Penal de Heredia que fue precisamente, la autoridad judicial que lo declaró reo rebelde y ordenó capturarlo. De este modo, el plazo de veinticuatro horas dispuesto en el artículo 37 de la Constitución Política no resulta aplicable tratándose de una detención cuyo fundamento reside en una declaratoria de rebeldía, dictada en virtud del comportamiento renuente mostrado por el imputado durante el proceso. Es más, como se ha señalado en anteriores oportunidades, en los casos en los que exista una orden de captura y la persona es detenida un fin de semana, el detenido será puesto a la orden del Juez que dictó la orden, el día hábil siguiente (ver Voto No. 2009-002325 de las 13:35 horas de 13 de febrero de 2009), situación que se cumplió en el sub lite, pues fue detenido el viernes 23 de octubre y el lunes 26 de octubre de 2009 fue comunicada su detención al Tribunal Penal de Heredia. Nótese que, el 27 de octubre anterior se realizó la audiencia para conocer la solicitud de prisión preventiva ante el Tribunal Penal de Heredia y ese mismo día, se dictó esa cautela con vigencia al 27 de enero de 2010. Bajo este orden de consideraciones, se descarta que el imputado Coto Ulloa haya permanecido, ilegítimamente, privado de su libertad personal, con lo cual, se impone desestimar el recurso planteado en cuanto a este extremo se refiere. (…)”

Consideraciones que son plenamente aplicables al caso concreto, pues, como se acreditó, el tutelado fue trasladado y puesto a la orden del Tribunal de Juicio de Siquirres a primera hora del 12 de abril de 2016, día martes siguiente día hábil en el que fue detenido; y por la resolución de las 10:04 horas de ese mismo día, se señaló a juicio y ordenó la prisión preventiva del acusado hasta la fecha del debate para el 05 de mayo de 2016. Con lo cual, siguiendo el precedente citado, no se observa un quebranto a su libertad personal.

V.- CONCLUSIÓN. En este asunto, este Tribunal destaca el informe rendido por la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, quien manifiesta que las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana del Poder Judicial, con motivo del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 66-15, celebrada el veintiuno de julio de dos mil quince, artículo XLIX, se encuentran realizando un estudio sobre el tema de la disponibilidad, con el propósito de garantizar la eficiencia, eficacia, continuidad, regularidad y adaptación del servicio del sector de la justicia. Corolario de los argumentos expuestos, se tiene por demostrado que el hecho de que el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica no atienda mediante un rol de disponibilidad actualmente, no violenta los derechos fundamentales del tutelado, sobre quien pesaba una orden de captura emitida por la autoridad jurisdiccional competente, razón por la cual, se impone la desestimatoria de este recurso.

VI.- Sobre las condiciones de la detención del imputado. Ahora bien, la parte recurrente aduce que el amparado pasó frío y careció de ropa para cambiarse durante todo el plazo de su detención, lo cual, ninguna de las autoridades recurridas refutó. Por ello, corresponde declarar con lugar el recurso, únicamente para efectos indemnizatorios, pues se tiene por acreditado que el amparado sufrió de condiciones inadecuadas.

 […]
Por tanto:

Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente para efectos indemnizatorios. En lo demás se declara sin lugar. Se condena al Estado al pago de daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.”

De acuerdo con este antecedente de la Sala Constitucional, se extrae la necesidad de incluir el tema de las razones humanas,  en la valoración de la utilidad de atender estos asuntos bajo la modalidad de la disponibilidad, puesto que además de garantizar un trato adecuado a la dignidad humana, en el caso de personas enfermas bajo tratamiento médico, se evita que su salud y vida se expongan a un grave peligro, además de que se disminuye el riesgo de comprometer el presupuesto del Poder Judicial, con el pago de eventuales indemnizaciones.
d) Impedimento de salida del país.
Podría suceder que la Jueza o el Juez del Tribunal Penal encargada o encargado de levantar el impedimento de salida (con clave de acceso a la base de datos de la Dirección General de Migración y extranjería), omite actualizar el sistema, a pesar de que ya se dictó sentencia absolutoria, la cual adquirió firmeza (puesto que no se presentó recurso de casación).  Ante tal situación, habría responsabilidad de la Administración Pública, de conformidad con el artículo 190 de la Ley General de la Administración Pública.  Debe considerarse que se trata de un error procesal que viola derechos.  Por esa razón, es conveniente que para estos asuntos, exista atención los fines de semana bajo la modalidad de la disponibilidad.

Conclusión:
De conformidad con todo lo antes señalado, y con la finalidad de ofrecer una guía que facilite la labor de la Comisión de Asuntos Penales y de la Corte Plena, en la valoración  que en definitiva se llegue a realizar, sobre los asuntos que ameritan la atención en fines de semana bajo la modalidad de la disponibilidad,  se concluye que los asuntos valorados como de extrema urgencia para ser atendidos a través de la disponibilidad, por las juezas y los jueces de los tribunales de Juicio Penal son los siguientes:

a) La libertad cuando existan circunstancias especiales que ameriten la atención urgente, por ejemplo: razones humanas y médicas en donde peligre el derecho a la vida o a la salud de la persona imputada o de otra persona que depende de la persona imputada y que haya quedado sola en la casa, que no pueda valerse por sí misma.  Lo anterior, debido a que la persona detenida siempre tendrá la posibilidad de plantear el recurso de Hábeas Corpus, y será la Sala Constitucional  la que analizará cada caso concreto.  Sin embargo, según la más reciente jurisprudencia de la Sala Constitucional, “…la circunstancia que no exista un juez en disponibilidad para resolver la situación jurídica de los privados de libertad en virtud de una orden de rebeldía y captura, no atenta contra sus derechos fundamentales, ya que la restricción a su libertad está justificada, precisamente, en la orden de captura del tribunal penal competente.” (Sala Constitucional  resolución N° 01992 de las 16:21 horas  del 15 de febrero del 2011).  Se incluye este tema dentro del listado, en vista de que de conformidad con el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, la jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes (para todos), salvo para sí misma; de manera que la Sala Constitucional puede cambiar la línea jurisprudencial cuando así lo determine dicho órgano.
b) Los anticipos jurisdiccionales de la prueba.  Corresponderá al juez valorar la circunstancia de la extrema urgencia.
c) Cuando varíen o cambien las circunstancias que justificaron la imposición de la prisión preventiva. 

d) Se detuvo a otra persona (inocente) debido a error de los oficiales que practicaron la captura.   
e) Impedimento de salida del país.

Por último, se estima conveniente señalar que el contenido la atención en disponibilidad de las situaciones destacadas, pero corresponde a la Comisión de Asuntos Penales y a la Corte Plena, determinar los asuntos que deben ser atendidos mediante la disponibilidad.
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